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RAZÓN DE RELATOÚA

La resolución recaida en el Expedie¡te 06660-2013-PA/TC es aquella que declara
FUNDADA la demanda y en consecuencia NULA la Resolución 6'791-2008-
ONP/DPR/DL 19990 y las derivadas de ella, a fin de que la entidad demandada emita una
nueva resolución debidamente motivada, pero sin que ello coÍlleve la restitución de la
pensión de jubilación del actor y está conformada por los votos de los magistados Blume
Fortini, Ledesma Nar¡,,áez y Espinosa-Saldaña Banera, este último convocado a di mir la

discordia suscitada en autos. Se deja constancia de que los magist¡ados concuerda¡ en el
sentido del fallo y alcanzan los trcs votos conformes, tal como lo prevé el artÍculo 11,

p mer párrafb del Reglamento Normativo del T¡ibunal Constitucional en concorda¡cia con
el aniculo 5. cuano párra lo de su Ley Orgánica.

Dicha resolución va acompañada por los votos singulares de los magistrados
Sardón de Taboada y Ferrero Costa, quien también fue llamado para dirimi¡ la disco¡dia.

l,ima, 18 de octubre de 2018

n¡.I

a de la Sala Segunda

S.
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VOTO DE I,OS MAGISTRADOS LEDESMA NARVÁEZ Y BLUME FORTINI

VISTO

El recurso dc agravio constitucional interpuesto por don Pedro Prudencio

F'uentes Lazarte contra la resolución de fojas 552, de fecha 6 de junio de 2013, expedida
por ia Sala Civil de la Corte Supcrior de Justicia de Huaura, que declaró inlundada la
demanda de autos.

ANTECEDENl'¡]S

El recurrentc intcrpone demanda de ampa¡o coDtra la Ollcina de Normalización
Previsional (ONP) con el objeto de que sc deje sin electo las resoluciones
administrativas 6791 -2008-ONP/DPR/DL 19990, de lecha 5 de noviemb¡c dc 2008;
68107-2010-ONP/DPR.SC/DL 19990, de fccha 13 de agosto de 2010i 10807-2011-
ONP/DPI{iDL 19990, de fecha I dc julio de 201 l; y clue, en consecucncia, se ordene a

la cmplazada ctue haga prevalcccr la Resolución 6378-2006-ONP/DC/DL 19990, de

i¿cha 10 de enero dc 2006, y se reactive el pago de su pcnsión dcjubilación adelantada

.del Decreto [,cy 19990, con sus respectivos interescs ]cgalcs. más costos y costas

el proceso de verificación postcrior se estableci¿) que los documentos quc presentó

La ONP contestó la dcmanda manil'estando que declaró la nulidad de la
resolución quc le otorgó pensión de jubilación adclantada al actor, por haberse

comprobado que el procedimiento administrativo quc sirvió p¿ra ello i'ue inegular, pues

ara solicitar dicha pensión ticnen claros indicios de 1¡lsedad

Ill Scgundo Juzgado Civil de Barmnca dcclaró jnf'undada Ia demanda por

considc¡ar que no se encuentra acreditada la ¡elación laboral ni el periodo de aportes
minimos que el actor rcquic.c para acceder a la pensión de jubilación adelantada, por lo
que la Resolución 6378-2006-ONP/DC/DL 19990 que le otorgó dicha pcnsión, deviene
en nula, y Ia resolución que asi lo declara y las que Ie deniegan dicha pensión lueron
emitidas conformc a derecho.

A su tumo, la Sala revisora confirmó la apelada por similares lü¡dame¡tos

FUNDAMENTOS

Delimitación dcl petitorio

Obscrvanros que el objeto de la demanda es que sc dcjc sin cfeoto las resoluciones
administrativas 6791-2008-ONP/DPfuDL 19990, de lecha 5 de noviembre de 2008;
68107-2010-ONP/DPR.SC/DL 19990, de fecha 13 dc agosto de 2010; 10807-2011-
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ONP/DPR/DL 19990. dc fecha 0l de julio de 2011; y que, e¡ consecucncia, se

ordene a la errrplazada que haga prevalcccr la Resolución 6378-2006-ONP/DC/DL
19990 y se reactive el pago dc la pensión de jubilación adeiantada del Decreto Ley
19990. con sus respectivos intereses legales, más los costos y las costas proccsales.

Proc€d€nci¡ de la demanda

2. Estando a que toda limitación o restricción tempoml o permancnte del ejercicio de

Ios derechos l'undamentales debc cstar debidamente justiñcada, a cfcctos de e\itJr
arbitrariedades e¡ su intcrvcnción; y confbrme a los hechos cxpuestos en la
demanda, en el prcscnte caso se encuentran comprometidos Ios derechos a la debida
motivación y a la peüsión, causados po¡ la privación total del goce del derecho
pensionario de la actora; por lo que, de acuerdo con el artículo 37, incisos 16 y 20

del Código Proccsal Constitucional, que dispone que el proccso de amparo procede

en dei'ensa de los dc¡cchos fundamentales a la debida motivación y a 1a pensión, el

lbndo del asunto litigioso.

lisis del caso concreto

Respecto a la motivación de los actos administralivos, en la Sentencia 00091-2005-
PAJ1 C sc señala que

"[E]l derecho a la motivación de las resoluciones administrativas es de especial
relevancia. CoDSisle en el dcrecho a la ceicza. cl cllal supone la garanlía de todo
administrado a que las sentencias estén molivadas, es decir, que exista un

razonam iento j uríd ico explicito entre los hechos ) las leycs que sc aplican.
Cabe acotar que la Constitución no eláblccc una dercrminada extensión de la
motivación, por lo que su conlcDido esercial se respeta siempre que exista
funda¡nentación. congrucncia entre lo pcdido y lo resuelto y, por sí misma,
exprcse una suficientc juslillcación dc la decisión adopiada, aun si esta es breve y

^,i. i," u cTrc,enric .,puc.rodL rnor\^onporrernr.ron.
La molivación dc la acluaciór adminislraliva. es decir. la fundamentación con los
razona ientos en que se apoya, es una exigencia nrcludiblc para todo tipo de

actos adminislrativos, imponiéndose las mismas razones para exigirla lanlo
respecto de actos emanados de una poterad ¡cglada conro discrecional.
El terna de Ia rnotivación dcl aclo adminilrativo es una cuestión clave en €l
ordenamiento juridico adminislralivo. y cs obicto ccnlral de control integral por
eljuez constitucrcnal de la actividad adminislrativa y la consiguiente supresión de

los á¡¡bitos dc inm un idad j urisd icc ional
Ln esa ¡¡cdida, este Tribunal debe e¡fatizar que la faha de motivación o su

insuficieDcia constituye una arbitrariedad e ileSalidad, en la medida en que es una
condición impuesta por la Ley N.'27444. Así, la falla de fundameDto racional
suficiente de uDa actuación adrninistrativa es por si sola conlraria á las garanlías

del debido procedimiento adminisirativo' ([undamcDlo 9)

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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,1. Adicionalmente, en la Sentencia 00090-200,1-PA/'l C, sc ha cnlatizado que

ltjln aclo adnrinistrativo dictado al amparo de una potestad discrecional
legalmente establecida resulta arbitrario cuando sólo expresa Ia apreciación
individual de quien ejerce la competencia adÍrinistraliva, o cuaDdo el órgano
administrativo, al adoptar Ia decisión, no motiva o expresa las razones que lo han
conducido ¿ adoptar tal decisión. De modo que, motivar una decisión no sólo
significa expresar únicamente bajo qué nor¡na legal se expide el acto
administrativo, sino, fundamentalmente, exponer en forma sucinta pero
suficiente las razones de hecho yel sustenlo j uríd ico que j ustific¡D la decisión
tomada (Fundamento l4).

Por tanto, la motivación constituye una garantía constilucional del adminislrado que

busca evitar la arbitrariedad de la Adminislración al emitir sus actos. En ese senlido.
laLey ).7441, Ley del Procedimiento Administrativo General, er el a Ículo IV del
Tí1ülo Preliminar, ha establecido que el debido procedimiento es uno de los
principios del procedimiento administrativo, cl cual rcconocc quc "l-os
administndos gozan de todos los derechos y garantías inherentes al debido

, procedimiento administrativo, que comprende el derecho a exponer sus argumentos.
a ofrcccr y producir prucbas y a obtcncr una dccisión motivada y fundada cn
derecho"; dispositivo legal que se complementa con el afículo 3, inciso 4; y el

artículo 6, incisos 1,2 y 3 que establecen la motivación como requisito de validez
del acto administrativo.

Po¡ último, dcbemos rccordar quc el articulo 239, inciso 4 de la misma ley, sobre Ia
responsabilidad de las autor;dades y personal al servicio de la Admjnistraciún
Pública, dispone que, independieDtemente de su régimen laboral o contractual,
incunen en falta administrativa y son susceptibles de ser sancionados
administrativamente en caso resuelvan sin motivación algú¡ asunto sometido a su
competencia.

7. Bn el presente caso, de la rcvisión dc autos se adve¡timos que la emplazada
considera que la resolución que le otorgó la pensión de jubilación al demandante es

nula porque se ha tomado como elemento de prueba para el reconocimiento de
apofiaciones el irforme de ve llcación emitido por el verillcador Victor Collantes
Anselmo. quien lue condcnado por los delitos de estafa y asociación ilícita. [n
ef¿cto, en el quinto considerando dc la rcsolución cuestionada, la demandada
sostiene que "de la revisión el¡ctuada al expediente administrativo se aprecia quc cl
l¡forme de Ve¡iñcación de fechas 15 y 20 de diciernbre de 2005, realizado por el
verificador Víctor Collantes Anselmo, quicn supucstamcnte ¡evisó los Libros de
Planillas de Rernuneraciones para extractar aportes al Sistema Nacional dc
Pensiones"; e¡ tanto quc en el décilno sétimo considerando la resoluciói materia de
l¿ demanda señala:

I
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adolece de nulidad al tm¡sgredir el ordenamiento Jurídico es¡ablecido. dado que, se

otorgó l,ensión de Jubilación Adclanlada a don Pedro Prudencio Fuentcs Lazale,
considerando como elemenlo de prueba para el reconoci¡nienlo dc aportaciolres, el
Informe de Verificación cmilido por el verificador Víctor Collantes Anselmo, en lorma
fraudulenta transgredicndo el ordenamiento jurídico penal.

Sin cmbargo, de la revisión de los actuados reparamos que Ia entidad previsional no

ha prcscntado documenlo alguno que acredite que se produjo cl hccho en el cual se

sustenta la nuiidad; esto cs, aquclla que compruebe que en el caso concreto del
actor. el mcncionado verificador hubiere emitido su informe de manera dolosa,
validando documento adulterados o lálsificados con cl p¡opósito de ac¡edit¿r
apoflaciones inexistentes. Tencmos prcscnte que el hecho que los ve¡illcadores
hayan sido condelados por los delitos dc cstala y asociación ilicita no implica,
necesariamente, quc cn cl caso especifico del demandante hayan actuado
fraridulentamcÍrtc.

Asimismo, precisamos que si bien no puede soslayarse el hecho de que hayan
existido numerosos casos de Iraude en materia pensionaria y que la erradicación dc
dichas malas prácticas colstituye una obligación ineludible de la ONP; sin cmbargo,
cn ningún caso las labores de fiscalizaoión pueden menoscabar los derechos
fundamentales de los particulares ni los principios básicos sobre los que se cimienta
el Estado Constitucional de Derecho- incluso cua¡do se adviefian conductas con
probables vicios de ilicitud, en cuyo caso, resulta necesado tlue la solucion
decrctada pondcrc los biencs constitucionalcs comprome¡idos.

En consecuencia, coniirmamos la vulneración del derecho a la motivación en su

relación con el derecho a 1a pensiól del actor, lo que acarea la nulidad de la
resolución 6378-2006-ONP/DC/DI, 19990 y, consccucntcmentc, dc las rcsoluciones
68 I 07-201 0-ONP/DPII.SC/Dt- y I 0807-201 1'ONP/DPRTDI- 1 9990, que derivaron
de ella.

Efcctos dc la scntencin

11. Si bien se ha acreditado la lesión del derecho a la motivación del actor; es

importante que precisemos que en el expedienle administrativo (incorporado al
expedie¡te judicial de fojas 119 a,130) obra documcntación relativa a la nueva
vcrificación cfectuada por la ONP con posterioridad a la emisión de la resolución
6178-2006-ONP/DC/DL 19990.. realizada por los verilicadores Zulema Susanibar
Narlasta, John Edison Oviedo Avila y Carlos Vásquez Diaz, a sus exempleadoras
Coopcrativa de Producción y Trabajo Agro Constructora Paramonga Ltda. 373,
Agro lDdustdal Paratnonga SAA, y Cooperativa de Tmbajo y Servicios Agrícolas
Paranonga Ltda., cn cuyos jnfon¡es de fcchas 3l dc octubrc y 5 dc noviembre de

EXP. N." 06660 2013 PA/TC
lIUAURA
PEDRO PRUDENCIO I:UENTIS LAZARTE
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2009 (folios 263,219 y 296) determinan la existencia de incongrucncias respecto
de la info¡mación rcgistrada por el verilicador Viclor Collantes.

12. Conside¡amos, que aun cuando se ha vulncrado el derecho a la molivación con la
expedición dc la Resolución 6791-2008-ONP/DPR/DL 19990, mediante 1a cual se

dcclaró la nulidad del otorgamiento de la pensión del demandantc, Ios cfectos del
prescntc fallo únicamente deben circunscribirse a decretar la nulidad de la citada
resolución y de las derivadas de ella, a fin dc quc la ONP motive debidamente su

decisión. pero sin que ello conlleve. ncccsariamcntc. a su restitución.

Por estas consideraciones, nuestro voto es por declarar FUNDADA la demanda, al
haberse acreditado la vulne¡ación del derecho a la motivación de las ¡esolucioncs
administrativasi en consccuencia, NULA la Iiesolución 6791-2008-ONP/DPRIDL
19990 y las derivadas de eila, a lin dc que la entidad demandada emita una nueva
¡csolución debidamente motivada, pero sin que e¡lo conlleve la restitución de la pensión
de jubilación del actor.

SS.

LEDT]SMA Ñ"ARVÁEZ
BLUME FORTINI
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Lo que certifico:
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VOTO DtrL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BAIIREIIA.

Coincido con el voto de los magistrados Ledesma NaNáez y Blume Fofini, en

médto a los argumentos allíexpueslos.

En ese sentido, estoy de ¿cuerdo con que se declarare fuÍrdada la dcmanda y nula la
rcsolución cuestionada, en la medida que, en ef'ccto, ella contiene una motivación aparente.

Ahora bicn. lo resuelto tiene como efecto que la entidad demandada deba emitir una nueva
rcsolución debidamente motivada, sin que cllo implique que este 'lribunal se esté

pronunciando acerca de si le co,responde o no al recurrente la restitución de la pensión.

s.

ESPINOSA.SALDAÑA BARRERA

Loq
(

(
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VOTO SINGULAR DEL MACISTRADO SARDON DE TABOADA

Con el debjdo respeto de la opinión vertida por mis colegas magistrados, emito el

siguiente voto singular ai no concordar con los argumentos ni con el l'allo del voto en

mayoria-

Mcdiantc Ia Resolución 6378-2006-ONP/DC/DL 19990. dc fecha l0 de enero de 2006
(folio 5), la ONP otorgó pensión dc jubilación adelantada al recurente, a pa¡tir del 29
de abril de 1999, al haberse comprobado que nació el 29 de ab¡il dc 1944 y que

acreditaba un total dc 30 años y 4 meses de apoñaciones al Sistema Nacional de
Pensiones (SNP).

No obstantc. con lecha 5 de noviembre de 2008, la emplazada emitió la Rcsolucjón
6791 -2008-ONP/DPR /DL 19990 (lblio 8) q!¡e declaró la nulidad de la resolución dc
otorgamiento antes ref¿ da. a¡gi¡mentando que en vifiud de lo cstablccido por el
arlículo J2 de la Ley 27441y el artícr o 3, numeral 1,1 de la l,ey 28532, sc realizó la
¡evisión del expediente administrativo del actor, comprobándose que las verillcariones
que sirvieron pa¡a acrcditar las aportaciones al SNP lueron el-ectuadas por el señor
Victor (lollantes Anselmo, quien -de acuerdo con la Sentencia de Terminación
Anticipada, de i¿cha 24 de junio de 2008. expedida por el Segundo Juzgado dc

Investigación P¡eparatoria de la Coñe Superior dc Justicia dc I Iuaura. y adicionada por
resolución de t'echa 14 dc agosto dc 2008- fue condenado por los delitos de estalá y
asociación ilícita, en agravio de la ONP. al habeÉe acreditado sL¡ parlicipacion en

organizaciones deliclivas qüe promovíar1 el otorgamierto de pensiones suste¡tadas en

inlormación y/o docutrrentación irregular.

ln el'ecto, los infbrnes de ve¡ificación de fcchas 15 y 20 de dicicmbre de 2005 (folios
394.,106 y 414), quc acreditaron aportacioncs dcntro dc los pcriodos comprendidos del
I de diciemb¡c dc 1962 al 20 de.junio dc 1996, del l8 de.julio de 1970 al 6 de mayo de

1975 y dcl 7 dc mayo de 1975 al 3l de agosto de 1986, durante las ¡elaciones laborales
co Agro Indr¡st al Paramonga SAA, Cooper¿rliva de Producción y Trabajo Agro
Constructora Paranronga Ltda. 373 y Cooperativa de Trabajo y Servicios Ag colas
Paramonga Ltda., respectivamente! se encuentran sustentados -conlbrme alli se

indica- en la rcvisión de las planillas de sueldos v salarios de los empleadores. Sin
embargo, de las reveriiicaciones el¿clr¡adas dura¡te el año 2009, obrantes a fojas 263,
279 y 296, se advierte incongruencias rcspeclo dc los pedodos acreditados por los
inlbrmes antcrior¡¡cnte dctallados.

Por tanlo, dichos intbn¡es de verificación, elabolados pol uno de los miembros de u¡a
organización dedicada a la obtención ilegal de pensiones. lue delerminante para otorgar
al dcmandante la pensión solicitada, pues con las apo aciones que se acreditaron logró

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
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En consecuencia, considero que en el ptesente caso no se ha vulnerado el de¡echo a la

motivación de las resoluciones administrativas, integrante del derecho al debido proceso

en sede administrativa, por cuanto la ONP no actuó con arbitrariedad al expedir la
citada resolució¡l de nulidad; ello, debido a que se ha constatado la existencia de

irregularidades en la documentación que sustentó el derecho pensionario del

demandante.

De esta manera, no habiéndose producido vulneración del derecho fundamental al

debido proceso, no se ha afectado el derecho a la pensión del recurrente.

Por las conside¡aciones precedentes, mi voto es porque se declare INFUNDADA la

demanda de amparo.

reunir el minimo recluerido para acccder a utra pcnsión de jubilación adelantada;

conñgurándose, de esta maneta, un vicio de nulidad en la resolución admi¡istrativa
expedida en el año 2006, tal como sc detalla er la Rcsolución 6791-2008-ONP/DPR/DL
19990, la cual se encuentra debidamente motivada.

s.

SARDÓN DE TABOADA

Má Swerárc do l¡ ssl¿ Sáoundá
tnreur¡L c(J¡¡srrrucro'r¡¡r

Lo que ceftifico:
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VOTO SINCULAR DDL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con el mayor respeto por la posición de mis colegas magistrados. emito el presente voto
singular por la'.iguicntcs con,ider¡,¡iune-:

E1 objcto de la demanda de amparo es que la Oficina de Non¡alización Previsional
(ONP) dcjc sin efeclo las siguientes resoluciones adminislrativas: (i) 6791-2008-
ONP/DPR/I)L 19990, de fecha 5 de noviembre de 2008, <¡ue resolvió declarar la
nulidad de la Resolución 6378-2006-ONP/IIC/DL I9990 que le otorgó ¿l actor
pcnsión de jubilación adelantada r€gulada por el Decreto Ley I9990, (ii) 68107-
201o-ONP/DPR.SC/DL 19990, de lecha l3 de agosto de 20]0, que ¡esolvió
denegarle la pensión de jubilación solicitada, y (iii) 10807-201 ¡ -ONI,/DI,R/DL
19990, de fecha 0l de julio dc 2011, que resolvió declarar infundado el recu.so de
apelación interpuesto por cl accionante contra la Resolución 68107-2010-
ONP/DPR.SC/DL 19990; y quc, en consecuencia, prevaleciendo la Resolución
6178-2006-ONP/DC/DL 19990, dc fecha I0 de enero de 2006, se rcactive el pago
delapensióndej )iltlción adelanfa¿la prevista en el Decrcto Lcy 19990quevenÍa
gozando el accionante con los respeotivos intereses legales y los costos y costas
procesales.

Alega el rccurrcrrle que la cuestionada Rcsolución 679I -2008-ONP/DPR/DL 19990,
de f¿cha 5 de noviembre de 2008, que resolvió declarar la nulidad dc la Resolución
6378-2006-ONP/I)C/DL 19990. ha sido er¡i1ida vulnerando el derecho a la debida
motivación, como parte integrante del dcbido procedimiento administrativo.

En el caso de autos, consla en la Resolución ó378-2006-ONP/DC/DL 19990, de
fecha l0 dc encro de 2006 (f'.5), quc Ia Oficina de Normalización Prcvisional
(ONP) le otorgó al demandante pcnsión dc jub¡lación ddelaltuLla rcgulada por el
Decreto Lcy 19990, a partir del 29 de abril de 1999, por contar al 29 de abril de
1999 fccha en que cumplió 55 años dc edad- con Ia edad rcqucrida y acredilar un
total de 30 años y 4 meses de aportacioncs al Sistema Nacional de Pcnsiones.

Posteriormente, sin ernbargo, mediante la Rcsolüc;ón 6791-2008-ONP/DPR/DL
19990, de f¿cha 5 de noviembre de 2008 (L 8). la Oficina de Normalización
Prcvisional (ONP) declaró la nulidad de la Resolución 6378-2006-ONP/DC/DL
19990, por considerar que cn vi(ud de lo establecido por el aticulo 32 de la Lcy
2'7441 y el aticulo 3, numcral 14 de la Ley 28532, sc revisó el expedienre
administrativo del actor, comprobándose que los Infofl¡cs dc Verificación de l'echas
15 y 20 de dioiembre de 2005 füeron realizados por el ex cmpleado del servicio dc

ütit
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verificación, Vícto¡ Raul Collantes Anse¡mo, quien al formar parte de
organizaciones delictivas mediante las cuales validaban documentación. emitían
infor¡¡es de verificación con contenido,lalso y permitían que todos los trámites
referenre a las prcstaciones de jubilación e invalidez no sean observados con la
finalidad de sorprender a la Administración, fue condenado po¡ los delitos de estafa
y asociación i¡ícita previstos en Ios artículos i96 y 317 del Código penal en agravio
de la ONP, conforme a la Sentencia de Terminación Anticipada expe<Jida por el
Segundo Juzgado de Investigación Preparatoria de la Coftc Superior de Jufi;ia de
Huaura, del 24 dcjunio de 2008 y adicionada por la Resolución N. g. del l,{ de
agosto dc 2008. En tal senrido, concluye que la Resolución 6j78-2006-ONP/DC/Dl-
19990, de fecha l0 de enero de 2006, que Ie otorga al demandanle la pensión de

.¡úbilación adalantada, considerando como elemenlo de prueba para el
reconocimiento de aportes el ¡nlbrme de raríf¡cación emitído en forma /iaudulenta
por cl \erificador \ ictor Raul Collanle. An\elmo adolecc de rrlr/arl ai rransgredir
el ordenam iento j uríd ico establecido.

Asi, sc advierte que la entidad demandada sustenta Ia declaratoria de la nulidad de 1¿

Resolución 6378-2006-ONP/DC/Dt, I9990, en la inrervención de Víclor Raul
Collantes 

^nselnto, 
quién en los Infonnes dc Verificación D.L. 19990. dc fecha l5

y 20 de diciembre de 2005 (l 394 y 41,1 del cxpedientc del Tribunal ó 17 y 17 del
expediente administrativo), oonsigna que, rcvisadas las planillas de la empresa Agro
Industrial Paramonga S.A.A., el actor acredita aportaciones por los periodos del I de
dicicmbre de 1962 al 3l de dicicmbre de 1969 y det 30 de scptiembre de 1986 al 20
dcjunio dc 1996; y según las planillas de la Cooperativa de Trabaio y Servicios
A-Sricola- Paraml,nsa I r\ja a.rcdira apodJcrune\ nor el pcriodo del 7 jr maln Jc
1975 al 31 de agosto dc 1986; vcrificaciones que fueron detcrnlinante. pa,o oio.g".
al-demaDdante la pensióo de jr¿ilac ¡ón adeltlntuda que pcrcibía, pr". .on i",
referidas aportaciones logró reunir el mínimo requerido para;cccder a la pcnsión de
jubilac¡ón odelantada quc se lc otorSó mediante Resolución 617g_2006_
oNP/DC/r)t_ 19990.

De la revisión dc los actuados, sin ernbargo, se obserya que la entidad demandada
no aporta documentación que acredite que en el caso del accionante se produjo el
hccho en el cual se sustenta la nulidad de la Resolución Resolución 637g_2i06-
ONP/DC/Dl- I9990. En ef¡cro, si bien es cierto el Infbrme de Vcrificación de l¡cha
l5 ] 20 de diciembre de 2005 (fs. 394 y 414) fue suscrito por el verificador Vicror
Collantes Anselmo quien fue oondenado por cl Segundo Juzgado <1e Invcstigación
Preparatoria de la Corte Superior de Justicia de Huauia. ello no implica,
necesar¡amente, que en cl caso específico del demandante hayan aciuado
fraudu¡c¡]tamenlc.
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Por consiguicnte, de lo expueslo en el párrafo preoedente se cvidencia que la
resolución cuestionada resulla manifiestamente arbitraria, dado que declara la
nulidad de !¡n aoto administrativo aduciendo la configuración de las causales
previstas cn los numerales I y 4 del artículo l0 de la Ley 27444, sin sustento
alguno, pues omite precisar cuáles son y en qué consisten las irregularidades o actos
delictivos que se habrían cometido en el procedimiento administrativo del
demandante y cuáles ¡os medios probatorios que los acreditan.

No obstanle, cabe prccisar que el accionante en su cscrito de demanda de fecha 26
de octubre de 20ll (t 5l), solicita, además, la nulidad de la Resolución 68107-
2010-ONP/DPR.SC.DL 19990, de f¿cha i3 de agosto de 20t0 (f. lj), que resuelvc
denegade la pensión de jubilació¡ solicitada por considerar quc ac.edita un total de
l0 años y ll meses de aportaciones al Sistcma Nacional dc pensiones. scgún el
Cuadro de Resumen de 

^portaciones, 
de técha tJ Je agostn de 2010 (1. li. La

citadd r('olución adrni¡ti-lrarivd \ust(nrd.u deci.ion cn los lnfonne{,le Vcrificacir.r
de f¿chas 3l de octubre y 5 de noviembre de 2009 que obran en el expediente
administrativo a folios IJ4 y l5l respectivamenle.

Al rcspecto, de la revisión del expedientc administrativo t2100163305 que se
encuentra incorporado en el expedie¡ie del Tribunalde fojas I I9 a 430, se advieÍe
que la Ollcina de Normalización Previsional (ONI,) en el proceso de vcrificación
posterior de las planillas de sus ex emplcadoras Coopcrativa de producción y
Trabajo Agro Constructora Paramonga Ltda. N" 373, Agro Industrial paramonga
\.A.A.. I Coopcrari\a de lrahajo ¡ Senicio, Agncola. Parsmongd ¡rda obtuio
como resultado los Inlormes dc Verificacón suscritos por los verificadores Zulema
Susanibar Narvasta, John Edison Oviedo Ávila y Carlos Vásquez Díaz, de fechas 3l
de octubrc y 5 de noviembre de 2009, respectivamente (f:s. 263, 279 y 296 d,el
expediente del Tribunal ó 13,1, l5l y 167 del expediente adminislrativo). mediante
los cuales al constatar Ia cxistencia dc incongruencias respecto de la información
registrada en los informes de veriflcación suscritos por Victor Collantes Ansclmo.
expide la Resolución 68107-201o-ONP/DPR.SC.Dt- ¡9990. de lecha l3 dc asost{r
de 2010 (L l5).quere\uelt(J(negarlc¿l xc(orldncn.iundejuhila.i,,nroli.ir¡ia.

lrn consecuencia, si bien cs cierto a Rcsolución 679I -2008-ONp/DpR /DL 19990. tle
fecha 5 de noviembre dc 2008 -cuya nulidad solicila el recurrente-, fuc cxpedida
vulnerando el derecho a la debida motivación de los actos administrativos como
parte integrante del debido procediñie¡to adminislrativo, dc los actuados se
constata que antes de la f¿cha de prese¡tación de la demanda (26 de octubrc de
20ll), la Olicina de Normalización Previsional (ONp) ya había expedido la
Resolución 68 107-201 0-ONP/DPR.SC.DL 19990, de fccha l3 de agosto de 20t0,

tfiA
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-cuya nulidad también solicita el demandante-, la cual resuelve denegarle Ia pensión
de jubilación solicitada sustentando su decisión en los informes de re-verificación
expedidos con fecha 3l de octubre y 5 de noviembre de 2009 por los verificadores
Zulema Susdnibdr Nanasta. John Fdicon O\icdo Ávila I Carlos Vásquez Diaz.

En dicho contexto, e¡r la medida quc la Olicina dc Normalización Previsional (ONP)
con lecha l3 de agosto de 2010 habia expedido Ia Resolución 68107-2010-
ONP/DPR.SC.DL 19990. debidamente motivad¡ en los nuevos infórmes de
verificación que obran en el expediente administraÍivo, de fecha 3l de octubre y 5

de noviembre de 2009, Ia alegada vulneración a la debida motivación de las
resolucioncs judicialcs. como parte integrante del debido procedimicnto
admiDislrativo. contenida en la Resolució¡r 6791 -2008-ON P/DPR/DL 19990. de
fecha 5 de noviembre de 2008, ya había cesado a la presentación de la demanda. Por
consiguienle corresponde desestimar el extremo de la demanda que solicita la
nulidad de la Resolución 6791-2008-ONP/DPR/DL I9990, de lecha 5 <.le noviembre
dc 2008, e¡ aplicación de la causal de improcedencia contenida en el artículo 5,
inciso 5) del Código I'rocesal Consliluoional

Por s!¡ pale, el demandante solicita que se declaren nulas la Resolución 68107-
2010-ONP/DPR.SC/DL 19990, de fecha l3 de agosto de 2010 (f. l5), que resuelve
denegarle la pensión de jubilación solicitad¡ y la Resolución 10807-2011-
ONP/DPR/DL 19990, de fecha I de julio de 20ll (l 46) que resuelvc declarar
infundado el recurso de apelación intcrpucsto contra la Resolución 68107-2010-
ONP/DPR.SC/DL 19990, por considerar quc en su oportunidad prcscntó
documenlos que han sido revisados, verificados y aprobados por la cntidad
demañdada los cuales constituyen medios probatorios indubitables y suficientes con
los cualcs acredila 34 años y I I días de aportaciones al Sistema Nacional de
I'e¡rsiones.

Sobre el particular, de las citadas resoluciones admin¡strativas, de fccha l3 dc
agosto de 2010 y 1 de julio de 2011, se advicÍc quc la Oflcina dc Normalizáción
Previsional (ONP) deniegan al actor la pcnsiór1 dcl rógimen general de jubilacióñ
del Decreto Ley 19990 por considerar quc si bicn a la fecha de su exped;ción el
accionantc cuenta con 65 años de edad, según los informes de verificación que
obran lrn el exp€dienle adrninislralivo al 20 de junio de 1996, fecha de cese de sus

actividades Iaboralcs, acredila únicamente un total de l0 años y II meses de
apofiacioncs al Sistema Nacional de Ilensiones, conforme alCuadro de Resumen de
aportaciones de 1¿cha l3 de agosto de 2010 (f. 17) y 27 de junio de 20ll (f. 49).
respectivamente.
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Al respecto, resulta pertinente señalar que en el fundamgnto 26 de la STC 4762-
2007-PA/TC, así como en su resolución aclaratoria, este Colegiado estableció como
precedente vinculante las reglas para el reconocimiento de periodos de aportaciones
en el proceso de amparo, que no han sido considerados por la ONP, detallando los
documentos idóneos para tal fin.

Con la finalidad de acreditar aportaciones adicionales a las reconocidas por la ONp,
cl actor presenta, cn el presente proceso, los siguicntes dooumentos: (i) ce¡1ificado
de'lrabaio de fecha 23 de junb de /98J (expedido más de 12 años después de su
última fecha de ccsc) en el que se señala que laboró para Ia Socicdad Agrícola
Paramonga Limitada (Ex Gracc) sección embal¿jc desde el 15 d€ mayo de 1962
hasta el 31 de dicie¡¡bre de 1969, y en la Cooperativa Agraria de Itoducción
Parañonga Li,nitada No 37, dcsde el I de e¡cro de 1970 hasta el 17 de julio dc
1970, acunrulando un total de 8 años,2 meses y 4 días de scrvicios (L 22); (ii)
certificado de Trabajo de lecha dicienbre ¿/¿1 2003 (expedido más de 33 años
después de la fecha de su cese), en el que se señala que laboró para la Cooperativa
de Producción y Trabaio Agro Constructora Pararronga Limitada N. 373,
desempeñándose como empleado desde el I8 de iulio de 1970 hasla el 06 de mayo
de 1975 (f 23); (iii) certificado de trabajo dc lech¿ clicitmhrt.Tgl 2UU¡ (e\ncdi¡o
más de 22 años después de la fecha de su cese) cn cl que se señala que laboró para la
Cooperativa de Irabajo y Scrv;cios Agrícolas Paramonga Ltda., desempcñándose
como administrador desde el 7 de mayo de 1975 hasta el li de agosto dc 1986
(f.36); y, (iv) certificado de traba)o de fecha 29 de set¡enbre ctet 20t0 (cxpedido
más de 14 años después de la fccha de su cese) en el que sc indica que laboró en el
cargo de estadista desde el 30 dc seriembre de 1986 hasta el 20 dejunio de 1996.

A su vez. mediante escrito de fecha lJ de ¡nayo dc 20i4, el demandanle adjunta Ia
Resolución Zonal N'24-76/910010. mcdiante lacual cl Ministerio dc trabaio_ con
lc(ha 20 dc tcbr(ru de lq7{,. re\uel\e notifi(aral Llercntc de la r oopcr i\lr Agrdrid
de Producción l.tda. N'l7 de Paramonga para que currpla con incluir en sus
planillas de personal estable a los trabajadores denunciantes -entre los cuales sc
encuentra- a paíir de la fecha en quc sc interpuso Ia denuncia: Ia carla notarial dc
fecha 20 dc noviembre dc 1985 en el quc el demandante señala que posteriormentc ,
enelañodel98i-elrnismogrupodetrabajadoresinterpusodenunciasolicitandosu
reposición cn el trabaio fbnnándose e¡ expediente N" ,{7-8 I -910010, cl misrno que
concluye con la Resolución Zonal N'018-910010, expcdida por la Zona Regional
dc lrabajo de Huacho, quc ordena quc la reposición de los trabajadores
denunciantes a sus Iabores habiluales con el pago de sus haberes devengados hasta
el momento de su cfecliva reposición; y el Acta de Transacció¡ suscrita cl J0 de
seticnrbre de 1986, en la que figura que la Cerencia Gencral de la Cooperativa
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mediante Acuerdo N'015-CA-86 del Consejo de Administración, autoriza para que

se concilie con el Sr. Pedro Fuentes Lazarte, sobre su incorporación (fs. 53 a 59 y
63 del cuadern;llo delTribunal).

Sin embarSo, los reféridos documenlos no generan convioc\ón en la vía del amparo
para la acrcditación de lo años de apolaciones neoesarias para acceder a una
pensión del Decreto Lcy 19990, al no eDcontrarse sustentados en documentación
adicional idónea conforme al acápile a) del lundamento 26 de la sentencia recaída
en el Expediente ,{762-2007-PAl fC.

En consecuencia, considero que lo pretendido por el demandante de que se declaren
nulas las Resolucio¡es 68107-20I o-ONP/DPR.SC/DL 19990, de fecha l3 de agoslo
de 2010 y 10807-201 l -ONP/DPRTDL 19990, dc fecha I de julio del 201 l. clue le
deniegan una pensión del rlginen gcneral dc jubilación regulada por el Decreto Ley
19990 debe desestimarse, d€bicndo dicha pretensión ser dilucidada en un proceso
que cuente con etapa probatoria, cn atención a lo establecido por el artículo 9 del
Código I'rocesal Constitucional, por lo que queda expedita la vía para que el actor
acuda el proceso que corresponda.

Dcclarar IMPITOCEDENTE la dcmanda en todos sus extremos, pues en lo quc rcflcrc
a que se declare nula la Resolución 679I -2008-ONP/DPR/DL 19990. de f¡cha 5 de
noviembre de 2008, correspondc que dicha solicilud se desestime en aplicación a la
caüsal de improcedenc¡a contcmplada en el artículo 5.5. del Código Proccsal
Conslitucional; y respecto a quc se declaten nulas las Resoluciones 68107-2010-
ONP/DPR.SC/DL 19990, de f¡cha I3 de agoslo de 2010 y 10807-201 l-ONP/DPR/DL
19990, de f'echa 0l dejulio dc 201 l. corresponde que dicha pretensión sc dilucide en un
proceso que cuente con etapa probatoria.

s.
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Por cstas consideraciones- mi voto es el sisuientc:


